
Señor 
JUEZ DE TUTELA / REPARTO 
Ciudad 

 
Ref, Embargo con radicado 73001400300320220001200 
Demandante, FINANZAUTO 
Demandado, JUAN CARLOS ALZATE OSORIO 
 
 
ASUNTO: SOLICITANDO LA SUSPENSION DEL PROCESO, DECRETO DE LA NULIDAD, 
Y EFECTOS DE DECLARAR ILEGALES, TODAS LAS ACTUACION ADELANTADAS CON 
POSTERIORIDAD A LA ACEPTACION DEL PROCESO DE NORMALIZACION DE 
DEUDAS DE QUE TRATA LA LEY 1564 DEL 2012. 
 
 
JUAN CARLOS ALZATE OSORIO, quien se encuentra en mi condición de deudor en 
insolvencia, identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, respetuosamente 
recurro ante su despacho para solicitar la PROTECCION DE MIS DERECHOS, EL 
ACCESO A LA JUSTICIA y DEBIDO PROCESO.  

 
Lo anterior con base a la clara violación al Derecho de defensa y al debido proceso, 
adelantado por la entidad FINANZAUTO, basado en la actuación realizada por la entidad, 
quienes se presentaron en mesa de negociación a través de la doctora LUZ ADRIANA 
PAVA MORENO. 

 
De igual forma solicito promover la nulidad de todo lo actuado con posterioridad a la 
aceptación del proceso de normalización de deudas del cual trata el título IV del Código 
General del Proceso, Ley 1564 del año 2012 y por consiguiente solicito se me entregue el 
bien mueble de placa ESS482, Marca MITSUBISHI FUSO, modelo 2017. 
 
Pues la orden de a presión de este bien, desplegadas con posterioridad de la Aceptación y 
comunicación del TRAMITE DE INSOLVENCIA DE PERSONA NATURAL NO 
COMERCIANTE, Para probar este hecho, aporto los oficios remitidos a este despacho.  

 
HECHOS 

 
Baste, con acreditar el acta de aceptación del proceso de insolvencia, para que conforme 
a ello se den las disposiciones anotadas en precedencia; 
 

1. El día 27 de abril del año 2021, fui aceptado mi por la NOTARIA CUARTA DEL 
CIRCULO DE IBAGUE, como deudor acogido en trámite de Insolvencia de persona 
natural no comerciante. 

2. La NOTARIA CUARTA DEL CIRCULO DE IBAGUE, en cumplimiento del Artículo 
548 del C.G.P, informo mediante oficio a todos los juzgados donde se adelantaban 
procesos en mi contra del inicio del trámite de Negociación de pasivos de persona 
natural no comerciante y solicito la aplicación del artículo 545 de la Ley de 1564 de 
2012. 

3. Se fijo como fecha de audiencia inicial el día 26 de mayo del 2021 y desde ese 
momento los acreedores dentro del trámite conocían de la existencia del proceso de 
insolvencia de persona natural no comerciante.  

4. Cabe manifestar que de forma detalla en la solicitud de insolvencia presentada por 
mi ante la Notaria, se relacionó el total de los acreedores a los cuales como deudor 
les adeudaba, sin omitir información alguna. Incluyendo al demandante del proceso 
del cual nos atañe el presente escrito. 

 



5. Mismo acreedor que mediante documento y de manera errada hace efectiva la 
garantía mobiliaria, cuando esta se encontraba ya dentro de los lineamientos de la 
Ley 1564, desconociendo la Ley y haciendo un uso erróneo de su voluntad, 
violentado así no solo la prelación legal dentro del trámite, las garantías de los 
demás acreedores y mis Derechos como deudora acogida a trámite de insolvencia. 

6. De otro lado nuevamente se hace mención que alcance acuerdo de pago gracias a 
las mayorías, por lo anterior el único recurso viable que podía ser usado en contra 
del acuerdo era la IMPUGNACION DE ACUERDO DE PAGO, dado en el 
ARTÍCULO 557, del C.G.P, hecho que se dio dentro de la audiencia No.6, donde se 
suscribe acuerdo de pago. Acuerdo que en la actualidad se encuentra en 
Impugnación.  

7. Se le recuerda a la entidad FINANZAUTO, al realizar el acuerdo, desde la misma 
admisión es bajo la competencia de centros de conciliación o notarias, que el 
proceso debe ser adelantado.  

8. De manera adicional se hace mención en el ARTÍCULO 555. Efectos de la 
celebración del acuerdo de pago sobre los procesos en curso. Una vez celebrado el 
acuerdo de pago, los procesos de ejecución y de restitución de tenencia 
promovidos por los acreedores continuarán suspendidos hasta tanto se verifique el 
cumplimiento o incumplimiento del acuerdo. 

Es por ello que considero todas las actuaciones realizadas por la entidad FINANZAUTO, 
resultan ser arbitrarias y ratifico que el proceso 73001400300320220001200, debe 
encontrase suspendido. 

 

La apoderada del acreedor FINANZAUTO., ejecuto la obligación por garantía mobiliaria, 
cuando debe estar bajo las normativas, deuda que fue relacionada y de la cual se dio citación 
para proteger sus derechos en mesa de negociación.  
  
La entidad FINANZAUTO., no podía cobrar la obligación de forma directa, violentado el 
derecho del resto de la mesa de negociación y el derecho al debido proceso, por cuanto la ley 
1562 de 2014 en su artículo 545 no contempla la inclusión de este tipo de procesos, en ley de 
insolvencia de persona natural no comerciante y si bien es cierto, el artículo 545 de la citada 
ley en no hace referencia específica a los procesos de Garantías mobiliarias, también es cierto 
que el articulo 539 ibídem, en sus numerales 3 y 4, indican que la persona deudora deberá 
hacer: 
  
“Una relación completa y actualizada de todos los acreedores, en el orden de prelación de 
créditos que señalan los artículos 2488 y siguientes del Código Civil, indicando nombre, 
domicilio y dirección de cada uno de ellos, dirección de correo electrónico, cuantía, 
diferenciando capital e intereses, y naturaleza de los créditos, tasas de interés, documentos en 
que consten, fecha de otorgamiento del crédito y vencimiento, nombre, domicilio y dirección de 
la oficina o lugar de habitación de los codeudores, fiadores o avalistas”. 
  
 “Una relación completa y detallada de sus bienes, incluidos los que posea en el exterior. 
Deberán indicarse los valores estimados y los datos necesarios para su identificación, así 
como la información detallada de los gravámenes, afectaciones y medidas cautelares que 
pesen sobre ellos y deberá identificarse cuáles de ellos tienen afectación a vivienda familiar y 
cuáles son objeto de patrimonio de familia inembargable” 
  
Es decir, que la persona deudora tiene la obligación, no solo de incluir todas las deudas, sino 
de relacionar todo su patrimonio, por tal razón, en la solicitud de insolvencia presentada ante 
la Notaria 4, fue relacionado a FINANZAUTO., como acreedor prendario. 
 



Por estar contenida esta obligación en un pagaré, es decir es claramente una deuda y un 
patrimonio adquirido que expresamente debe estar incluido en el proceso. 
  
Por otra parte; la entidad FINANZAUTO, cita la ley 1676 de 2013 como uno de los 
mecanismos que regulan la ejecución de garantías mobiliarias, sin embargo ha de tenerse en 
cuenta que el artículo 576 de la ley 1564 de 2012, establece que las normas establecidas en 
esta ley prevalecerán sobre cualquiera otra que le sea contraria, incluso las de carácter 
tributario. 
  
Bajo esta orientación, ha de entenderse que uno de los fines de la ley de insolvencia es 
el descargue de las obligaciones contraídas por el deudor, que tiene como fin implícito 
otorgar la oportunidad a las personas que por diferentes motivos ajenos a su voluntad, 
entran en cesación de pagos, para que puedan reiniciar su vida comercial y reconstruir 
su patrimonio. 
  
Así las cosas, la suspensión del proceso, debe darse sobre todo lo actuado con 
posterioridad al auto de admisión, tal y como lo indica le C.G.P, en su artículo    ; 

 
ARTÍCULO 545. Efectos de la aceptación. A partir de la aceptación de la solicitud se 
producirán los siguientes efectos: 
 

2. No podrán iniciarse nuevos procesos ejecutivos, de restitución de bienes por mora en el 
pago de los cánones, o de jurisdicción coactiva contra el deudor y se suspenderán los 
procesos de este tipo que estuvieren en curso al momento de la aceptación. El deudor 
podrá alegar la nulidad del proceso ante el juez competente, para lo cual bastará 
presentar copia de la certificación que expida el conciliador sobre la aceptación al 
procedimiento de negociación de deudas. 
 
ARTÍCULO 548. Comunicación de la aceptación. 

 
A más tardar al día siguiente a aquél en que reciba la información actualizada de las 
acreencias por parte del deudor, el conciliador comunicará a todos los acreedores 
relacionados por el deudor la aceptación de la solicitud, indicándoles el monto por el que 
fueron relacionados y la fecha en que se llevará a cabo la audiencia de negociación de 
deudas. 
 
La comunicación se remitirá por escrito a través de las mismas empresas autorizadas por 
este código para enviar notificaciones personales. En la misma oportunidad, el conciliador 
oficiará a los jueces de conocimiento de los procesos judiciales indicados en la solicitud, 
comunicando el inicio del procedimiento de negociación de deudas. En el auto que 
reconozca la suspensión, el juez realizará el control de legalidad y dejará sin efecto 
cualquier actuación que se haya adelantado con posterioridad a la aceptación. 

 
ARTÍCULO 576. Prevalencia normativa. 

 
Las normas establecidas en el presente título prevalecerán sobre cualquier otra 
norma que le sea contraria, incluso las de carácter tributario. 

 
ARTÍCULO 555. Efectos de la celebración del acuerdo de pago sobre los procesos en 
curso. 
 
Una vez celebrado el acuerdo de pago, los procesos de ejecución y de restitución de 
tenencia promovidos por los acreedores continuarán suspendidos hasta tanto se verifique 
el cumplimiento o incumplimiento del acuerdo. 
 

 



ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. 

 
Las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio 
cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los 
funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley. Nuestra Honorable Corte 
Constitucional en sentencia C – 335/08, en sede constitucional expreso que desconocer 
las normas procesales, acarrea la configuración punible de prevaricato. 

 
Legitimado por lo anunciado anteriormente, me permito anexar la certificación de la 
Notaria Cuarta del Círculo de Ibague; en donde consta la fecha de la admisión del trámite 
de negociación de deudas de persona natural con comerciante y a la fecha se encuentra 
en ACUERDO DE PAGO. 

 
Por lo anterior, todas las resultas y actuaciones con posterioridad a la admisión y fecha de 
aceptación señalada anteriormente son NULAS. 
 

OPORTUNIDAD 
 

El código general de procedimiento, expresamente, autoriza por vía de excepción, en los 
procesos de ejecución, para poder reclamar las nulidades por indebido proceso, las 
mismas podrán alegarse en el proceso ejecutivo donde concurra, mientras este en firme el 
acuerdo de pago y la aceptación del trámite de negociación de pasivos. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

EL DERECHO A LA IGUALDAD Y AL PRINCIPIO DE LA SEGURIDAD JURÍDICA AL 
CASO CONCRETO 

 
Con la jurisprudencia que adjunto, con este libelo se demuestra que, siendo un asunto 
decantado consolidado por la jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional, como 
máximo tribunal de unificación de la jurisprudencia constitucional, ha establecido de manera 
uniforme y reiteradamente, que "..en señalar que en este tipo de procesos "...es necesario 
que se garanticen las prerrogativas de los terceros de buena fe, con lo cual se busca 
preservarlos valores superiores de la justiciala equidad y la seguridad jurídica..." de tal 
suerte que al negarme este derecho a mí, se me quebrantaría mi derecho provisto en el Art. 
13 de la constitución en lo que tiene que ver con el derecho de la igualdad, y el apotegma 
latino, UBI EADEM, EST RATIO EADEM EST JURIS DISPUSITIO, según el cual allí donde 
haya una misma situación y razón de hecho , es aplicable la misma disposición de derecho, 
principio latino, que constituye el pilar fundamental al derecho de igualdad, consagrado 
igualmente en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre. 

 
DE LAS NULIDADES CONSTI TUCIONALES POR VIOLACION DIRECTA A LAS 

NORMAS SUST ANCIALES 
 

El planteamiento jurídico, La fuente de esta nulidad, fue establecida por el constituyente, 
preceptuada en el Artículo 29 de la constitución, Corolario a este parámetro nuestra 
Honorable corte constitucional en sentencia del dos de Noviembre del 1995, Sentencia C- 
491, decreto parcialmente la constitucionalidad del inciso 1 del Artículo 140 del código de 
procedimiento civil, Advirtiendo las causales que afectan los procesos judiciales, pueden ser 
estos legales o supra legales, del orden y rango “Siendo nulo de pleno Derecho, toda 
prueba o actuación obtenida con violación al debido proceso. 

 

La decisión de la Corte, por los términos en que está concebida, obliga a repetir una verdad 
tan evidente que no se explica la dificultad de su aceptación en el seno del organismo 
guardián de la integridad y supremacía de los mandatos constitucionales: la de que la 
Constitución, al entrar en vigencia, por su fuerza y su jerarquía, irrumpe vigorosamente en el 



ordenamiento jurídico que la precede e introduce en él de manera automática 
trascendentales mutaciones en la medida en que surja la oposición manifiesta, es decir, la 
incompatibilidad entre los preceptos preconstitucionales y los del Estatuto Fundamental. Por 
eso, desde 1887 (artículo 9o de la Ley 153) declaró con sabiduría el legislador que "L 
Constitución   es      Ley      reformatoria y derogatoria dela   legislación   preexistente..."... 
Por ende, las nulidades por violación directa a las normas sustanciales, falta de defensa 
técnica y violación directa a las normas constitucionales, y consiguientemente la violación al 
debido proceso, como ritual imprescindible, insoslayable en toda actuación judicial o 
administrativa, ibídem, Ley 270 de 1996 Art. 3. igualmente, en Sentencia C-217 DE 1996, La 
Corte Constitucional expresó que. "Las garantías procesales, derivadas del artículo 29 de la 
Constitución, obligan de manera directa y preferente, superponiéndose a las 
disposiciones legales, anteriores o posteriores a la Constitución, que les sean contrarias o 
que pudieran llevar a consecuencias prácticas lesivas del derecho fundamental que la Carta 
Política quiso asegurar. Igualmente advirtió la Corte que: 

 

“Por lo tanto, según lo dispone el artículo 85 de la Constitución, el derecho al debido 
proceso es de aplicación inmediata, lo que significa que, para alegarlo, hacerlo valer, 
aplicarlo, y exigir las sanciones pertinentes por su violación, no se necesita Ley alguna que 
lo establezca o lo permita, en otros términos, la certidumbre y eficacia de la garantía 
constitucional no está supedita a Normas de orden legal que conduzcan a hacerlas material 
y actualmente exigibles.” 

 

De todo ello se deduce que una cosa es la efectividad de la garantía constitucional, que no 
depende de la ley en cuanto no proviene de ésta, y otra muy distinta, la verificación acerca 
del contenido del debido proceso en relación con cada caso, que siempre tendrá por factor 
de comparación lo dispuesto en la ley correspondiente. Eso implica que, si bien el derecho 
constitucional al debido proceso no precisa de un estatuto legal que lo haga reclamable de 
manera inmediata y plena, siempre habrá de verse, para deducir si tal derecho ha sido 
respetado o es objeto de violación, cuáles son las reglas procesales aplicables en el evento 
específico, es decir, las generales y abstractas, vigentes con anterioridad e integrantes de la 
Ley prevista para cada proceso. 

 

". Esta disposición reforma la legislación preexistente, tal como se desprende del artículo 4º 
de la propia Carta y como hace tiempo lo estableció el artículo 9 de la Ley 153 de 1887, que 
dice” La Constitución es Ley reformatoria y derogatoria de la legislación preexistente. Toda 
disposición legal anterior a la Constitución y que sea claramente contraria a su letra o a su 
espíritu, se desechará como insubsistente “. Sentencia C-491 de noviembre de 1995" Corte 
Constitucional. 

 

En este orden de ideas, por haber sido objeto de abundante doctrina y jurisprudencia por 
parte de nuestra Honorable Corte Constitucional, ídem, Articulo de la Ley 3 de la Ley 270 de 
1996, Ley estatutaria de la Administración de la Justicia, Sentencia 3-037 de 1996, “en tenor 
literal expresa, “En toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, se garantiza sin 
excepción alguna, el derecho de defensa”, 

 

En este mismo lineamiento, se ha pronunciado reiteradamente nuestra Honorable Corte 
Suprema de Justicia, al sostener en sentencia (cfr. Casación del 20 de septiembre de 1994, 
Magistrado Ponente, Dr. JORGE ENRIQUE VALENCIA), que “...Las Nulidades procesales 
son legales y supra legales, la violación de los derechos fundamentales consagrados en la 
Carta Política genera nulidad Ibídem, 
 

DE LA VIOLACION DIRECTA A LA LEY SUSTANCIAL 
 
La violación directa, es un desacierto de selección normativa y representa el yerro de la 
entidad FINANZAUTO, en cuanto al contenido de la norma en el proceso de entendimiento y 
comprensión de las disposiciones legales, al aplicar un orden jurídico que no gobiernan la 



relación procesal, o por falta de aplicación indebida o errónea de la norma frente a los 
hechos definidos en la cuestión fáctica. 

 

SUSTENTACIÓN DEL AMPARO CONCEPTO DE VIOLACIÓN DERECHOS 
FUNDAMENTALES VULNERADOS Y FUNDAMENTO DE SU VULNERACION 

 
Los derechos constitucionales fundamentales al debido proceso y acceso a la 
administración de justicia, que son catalogados como derechos básicos, no solo por el orden 
jurídico interno, sino que figuran como tales en los distintos instrumentos internacionales, 
como la Convención Americana de Derechos Humanos. Fueron vulnerados con por los 
accionados, así mismo se transgredieron otros derechos y principios como el de “defensa, 
acceso a la administración de la justicia. 

 
VIOLACIÓN AL ACCESO A LA ADMINISTRACION DE LA JUSTICIA 

 
Aplicación debida e interpretación errónea de las normas que regulan el trámite de las 
oposiciones previsto en el artículo 2 de la ley 1564 de 2012. 

 
LA ACTUACION REPROCHADA COMO VIOLATORIO DE DERECHOS 

FUNDAMENTALES Y CONSTITUCIONALES, 

 
Desatiende el tenor literal del Artículo 230 de la Constitución Policita. Pues al no tramitar el 
incidente de nulidad en la forma que ordena la ley, se constituye en una actuación 
palmariamente ilegal. 

 
VIOLACIÓN DE LA NORMA SUSTANCIAL CONTENIDA EL EN ARTÍCULO 230 DE LA 

CONSTITUCIÓN. 

 
Las autoridades judiciales o administrativas, viola la disposición en cita, de estar sometido al 
imperio de la Ley por la falta de aplicación de las normas precitadas, la interpretación 
errónea y la aplicación indebida, como se explicó en líneas anteriores. 

 
DERECHO A LA DEFENSA 

 
Las vías de hecho desplegadas por las autoridades accionada, vulneraría mi Derecho 
constitucional, a ser oídos y poderse pronunciar a través de incidentes, de recursos, lo que 
constituiría la materialización de otra violación a la Constitución Política, si es que el superior 
funcional del funcionario tutelado mis derechos fundamentales.  
 
Es esa otra razón, como si faltase alguna para solicitar desde ahora que la presente acción 
constitucional prospere, habida cuenta que, según lo anteriormente expresado, se cernería 
una nueva amenaza de vulneración a los derechos fundamentales enunciados y violados, 
como se ha expresado a lo largo de este escrito. 
 
OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES CONSTITUCIONALES QUEBRANTADOS 

 
A) DEBIDO PROCESO – Concepto. 

 
El derecho al debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los 
interesados que han acudido a la administración pública o ante los jueces, una recta y 
cumplida decisión sobre sus derechos. El incumplimiento de las normas legales que rigen 
cada proceso administrativo o judicial genera una violación y un desconocimiento de este. 
En cuanto al debido proceso y para desarrollar este concepto, la Corte Constitucional ha 
expuesto lo siguiente: 



 
“Corresponde a la noción de debido proceso, el que se cumple con arreglo a los 
procedimientos previamente diseñados para preservar las garantías que protegen los 
derechos de quienes están involucrados en la respectiva relación o situación jurídica, 
cuando quiera que la autoridad judicial o administrativa deba aplicar la ley en el juzgamiento 
de un hecho o una conducta concreta, lo cual conduzca a la creación modificación o 
extinción de un derecho o la imposición de una obligación o sanción. 

 
“En esencia el derecho al debido proceso tiene la función de defender y preservar el valor 
de la justicia reconocida en el preámbulo de la Carta Fundamental, como una garantía de la 
convivencia social de los integrantes de la Comunidad Nacional” 

 
“Del contenido del artículo 29 de la Carta y de otras disposiciones conexas, se infiere que el 
derecho al debido proceso se desagrega en una serie de principios particularmente dirigidos 
a tutelar la intervención plena y eficaz del sujeto procesal y a protegerlo de la eventual 
conducta abusiva que pueda asumir la autoridad que conoce y resuelve sobre la situación 
jurídica sometida a su decisión. En tal virtud, y como garantía de respecto a dichos 
principios, el proceso se institucionaliza y normaliza, mediante estatutos escritos que 
contienen mandatos reguladores de la conducta de las autoridades administrativas o 
judiciales, encaminados a asegurar el ejercicio regular de sus competencias”. (C – 214/94) 

 
DEMOSTRACION DEL CASO EN CONCRETO 

 
Resulta claro, que la garantía mobiliaria no debe ejecutarse dentro de los procesos de 
insolvencia de persona natural no comerciante.  
 
Es por ello por lo que se restituya de inmediato el bien inmueble por las irregularidades de la 
entidad DEMANDANTE. 
 

1. materializa una violación por vía de hecho, Al continuar actuaciones procesales, 
pasando por la puerta trasera lo legislado en el numeral 1, del Artículo 545 del C.G.P, “se 
suspenderá los procesos.” es uno de los principales e inmediatos efectos de la aceptación 
del trámite. 

 

2. Con el agravante de que el proceso se encuentra en acuerdo de pago, del cual 
Finanzauto fue parte. 

 
DOCUMENTALES 

 

Acta de admisión 
Acta de acuerdo 
Sentencia comparada, que esclarece la garantía mobiliaria en los procesos de insolvencia.  
 

PETICION 
 

1. Decretar la NULIDAD de todo lo actuado por el despacho del juzgado segundo civil 
municipal de Ibague después de la notificación de la aceptación del trámite de 
insolvencia de persona natural no comerciante. 

 

2. Se decrete la entrega del bien mueble de placa ESS482, Marca MITSUBISHI FUSO, 
modelo 2017. 

 
 
 
 
 



 
 

Sírvase proceder conforme a derecho, en aras de una recta y transparente administración a 
la justicia. 

 
 

Cordialmente, 

 

 
JUAN CARLOS ALZATE OSORIO 
CC. 75.073.819.  

 






































